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Resumen 

El habeas corpus correctivo ha adquirido una importancia creciente dentro del 

derecho constitucional ecuatoriano al consolidarse como una garantía jurisdiccional 

destinada a proteger los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad, 

cuando estos resultan afectados durante el cumplimiento de una medida de privación 

de libertad legalmente impuesta a un PPL. El presente ensayo analiza la delimitación 

de esta garantía a partir del análisis de la Sentencia No. 39-21-JH/25 Decisión de la 

Corte Constitucional del Ecuador, la cual los pertinentes criterios para la protección 

de derechos de carácter conexo como son la vida, la salud, la integridad y la dignidad 

humana para cada PPL, Sin desalentar los demás derechos. Se examina el marco 

constitucional vigente que modera el habeas corpus, así como la evolución de la 

jurisprudencia constitucional en el Ecuador y los estándares internacionales 

establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de 

privación de libertad. También examina como la garantía es impuesta al Estado, en un 

contexto social caracterizado por la violencia, la explotación y la falta de acceso a 

servicios de salud. La conclusión de esto es que el hábeas corpus correctivo es un 

mecanismo indispensable para prevenir la vulneración y menoscabo de derechos 

fundamentales en las cárceles e instituciones similares. No obstante, se evidencia que 

la efectividad de esta garantía depende no sólo de una jurisprudencia sólida, sino del 

cumplimiento efectivo de las decisiones judiciales por parte de las autoridades 

competentes.    

Palabras claves: Habeas corpus correctivo, personas privadas de libertad, 

derechos fundamentales, integridad personal y justicia constitucional.  
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Abstract 

Corrective habeas corpus has become an increasingly significant 

constitucional remedy within the Ecuadorian legal system, as it protects the 

fundamental rights of persons deprived of liberty when those rights are violanted 

during the execution of a lawful custodial measure. This paper examines the scope of 

this constitutional guarantee through an analysis of Judgmant No. 39-21-JH/25 issued 

by the Constitutional Court of Ecuador, which establishes relevant standards for the 

protection of related rights such as life, health, personal integrity, and human dignity. 

The study reviesws the constitutional and legal framework governing habeas corpus, 

together with the evolution of Ecuadorian constitutional jurisprudence and the 

standards developed by the Inter-American Court of Human Rights concerning the 

protection of persons deprived of liberty. It also analyzes the State`s special duty of 

protection in the context of Ecudor`s prison crisis, marked by overcrowding, 

violence, and deficiencies in access to healthcare. The paper concludes that corrective 

habeas corpus represents an essential constitutional mechanism for preventing and 

remedying violations of fundamental rights within correctional facilities. However, 

its effectiveness ultimately depends not only on constitutional doctrine but also an the 

timely enforcement of judicial decisions by authorities.   

Keywords: Corrective habeas corpus, persons deprived of liberty, 

fundamental rights, personal integrity, constitutional justice. 
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Introducción  

La protección de los derechos fundamentales es un objetivo primordial de un Estado 

constitucional y en este marco el recurso constitucional de hábeas corpus salvaguarda 

a las personas cuya libertad ha sido restringida ilícita o arbitrariamente. De igual 

manera, protege otros derechos vinculados a la dignidad humana mientras el 

individuo se encuentra bajo custodia del Estado, lo que ha ampliado el alcance 

tradicional de la institución y reforzado su función como mecanismo de monitoreo de 

acciones u omisiones que violan los derechos constitucionales. 

En Ecuador, la transformación del habeas corpus ha estado estrechamente relacionada 

con la Constitución del año 2008 y con la jurisprudencia desarrollada por la Corte 

Constitucional. A partir de sus decisiones coma este órgano ha reconocido que la 

privación legítima de la libertad no extingue los demás derechos fundamentales de 

quienes se encuentran en los centros de rehabilitación social. Por el contrario, la 

situación de especial vulnerabilidad en la que se encuentran las personas privadas de 

libertad impone al estado obligaciones reforzadas por la protección respecto de su 

vida, salud, integridad personal y dignidad.  

La relevancia de este tema se incrementa debido a la crisis estructural que ha 

afectado al sistema penitenciario ecuatoriano durante los últimos años. Los problemas 

de hacinamiento, violencia, insuficiencia de atención médica y deficiencias en la 

administración penitenciaria han evidenciado la necesidad de contar con mecanismos 

constitucionales capaces de ofrecer respuestas oportunas y efectivas frente a la 

vulneración de derechos. En este escenario, el habeas corpus correctivo adquiere una 

función preventiva y reparadora que trasciende el examen de la legalidad de la 

privación de libertad para concentrarse en las condiciones en las que se ejecuta.  

El presente ensayo tiene como propósito analizar el alcance jurídico del 

habeas corpus correctivos a partir de la sentencia No. 39-21-JH/25 de la Corte 

Constitucional del Ecuador, identificando los principales criterios establecidos por 

dicho precedente, para la protección de los derechos conexos de las personas privadas 

de libertad. Para ello, se examinó el marco constitucional y legal aplicable, la 
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evolución jurisprudencial de esta garantía y el papel que desempeña el estado como 

garante de los derechos humanos de quienes permanecen bajo su custodia. 

Desarrollo 

El habeas Corpus constituye una de las garantías jurisdiccionales de mayor 

relevancia dentro del constitucionalismo contemporáneo, debido a que su finalidad es 

asegurar la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos 

resultan amenazados o vulnerados por actuaciones u omisiones de la autoridad. 

Aunque históricamente fue concebido como un mecanismo destinado a controlar la 

legalidad de la privación de libertad, la evolución del derecho constitucional y de los 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos se han ampliado 

significativamente en su ámbito de aplicación.  

En el caso del estado ecuatoriano, la Constitución de la República del Ecuador 

reconoce al habeas corpus como una garantía orientada no solo a recuperar la libertad 

cuando esta ha sido restringida de manera ilegal, arbitraria o ilegítima, sino también a 

proteger la vida y la integridad de quienes permanecen privados de libertad. Esta 

concepción responde al principio de dignidad humana, eje transversal del estado 

constitucional de derechos y justicia, según el cual ninguna persona pierde su 

condición de sujeto de derecho, por el hecho de encontrarse recluida en un centro 

penitenciario.  

Desde esta perspectiva, la privación de la libertad únicamente limita el 

ejercicio de la libertad ambulatoria; los demás derechos fundamentales permanecen 

vigentes y deben ser respetados y garantizados por el estado. Esto implica que las 

autoridades penitenciarias y las instituciones responsables de la administración de los 

centros de rehabilitación social tienen el deber jurídico de asegurar las condiciones 

compatibles con la dignidad humana, proporcionando acceso oportuno a servicios de 

la salud, alimentación, seguridad y demás prestaciones indispensables para preservar 

la vida y la integridad física, psicológica de las personas privadas de libertad.  

La doctrina constitucional ha señalado que la relación existe entre el estado y 

las personas privadas de libertad, genera un deber razonado de protección. Esta 
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obligación nace porque quienes se encuentran bajo la custodia estatal dependen casi 

por completo de las decisiones de la administración penitenciaria para satisfacer sus 

necesidades más básicas. En consecuencia, cualquier omisión que exponga a una 

persona privada de libertad a riesgos graves o afecte el ejercicio de sus derechos 

humanos fundamentales puede comprometer la responsabilidad del estado y justificar 

la intervención de la justicia constitucional.  

En este contexto se adquiere especial importancia en el habeas corpus 

correctivo, entendido como una modalidad de esta garantía cuya finalidad consiste en 

corregir las condiciones de detención qué lesionan derechos fundamentales, aun 

cuando la privación de libertad haya sido ordenada conforme a derecho. Su objetivo 

no es solo cuestionar la decisión judicial que dispuso el encarcelamiento, sino más 

bien restablecer el pleno ejercicio de derechos como la vida, la salud, la integridad 

personal, la dignidad humana y el acceso a un trato compatible con los estándares 

constitucionales nacionales e internacionales y que prevalezcan los derechos humanos 

de cada persona que se encuentra recluida en los centros penitenciarios.  

La consolidación de esta figura ha sido resultado del desarrollo 

jurisprudencial de la Corte Constitucional del Ecuador, que ha ampliado 

progresivamente el alcance del habeas corpus para responder a las nuevas 

problemáticas del sistema penitenciario ecuatoriano. Sus decisiones evidencian una 

interpretación garantista, acorde con los principios establecidos en la Convención 

Americana sobre los derechos humanos y las reglas Mandela, las cuales exigen que 

toda persona privada de su libertad sea tratada con respeto a su dignidad inherente al 

ser un ser humano. 

Desde una perspectiva crítica, el reconocimiento jurisprudencial del habeas 

corpus correctivo representa un avance importante para la protección de los derechos 

humanos de cada persona recluida, es decir de los PPL; sin embargo, su eficacia 

práctica continúa dependiendo del cumplimiento efectivos de las decisiones 

judiciales. La preexistencia de problemas estructurales en el sistema penitenciario 

ecuatoriano demuestra que el fortalecimiento de la jurisprudencia constitucional por 

sí solo no resulta suficiente si no va acompañado de políticas públicas eficaces y de 
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una adecuada coordinación entre las instituciones responsables de la administración 

penitenciaria y de la atención de salud, que en este caso sería el SNAI y el MSP.  

En consecuencia, el marco teórico del presente ensayo parte de la premisa de 

que el habeas corpus correctivo constituye una garantía indispensable para 

materializar el principio de la dignidad humana, de todas las personas que se 

encuentran recluidas dentro de los centros de privación de libertad. Su estudio 

permite comprender cómo la evolución del derecho constitucional ecuatoriano ha 

transformado esta acción en un mecanismo de tutela efectiva frente a las 

vulneraciones que afectan a uno de los grupos de atención prioritaria reconocidos en 

la Constitución de la República del Ecuador del año 2008.  

La Ley Orgánica De Garantías Jurisdiccionales Y Control Constitucional.  

Se desarrolla el contenido y alcance del habeas corpus, estableciendo 

procedimientos ágiles y preferentes destinados a garantizar la protección inmediata de 

los derechos vulnerados. La naturaleza urgente de esta garantía responde a la 

necesidad de evitar que la afectación de derechos fundamentales produzca 

consecuencias irreparables, especialmente cuando se encuentran comprometidos 

bienes jurídicos de máxima relevancia constitucional como la vida coma la salud y la 

integridad personal. 

La protección de los derechos constitucionales requiere mecanismos 

procesales que permitan una respuesta rápida y eficaz frente a su vulneración. En 

Ecuador coma la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (L.O.G.J.C.C.), desarrolla las garantías previstas en la Constitución de 

la República del Ecuador y establece el procedimiento aplicable para que los jueces 

puedan restablecer de manera inmediata los derechos afectados de las personas 

privadas de libertad. Dentro de este marco normativo, el habeas corpus ocupa un 

lugar relevante por tratarse de una acción orientada a tutelar la libertad, la vida y la 

integridad personal cuando ésta se encuentren amenazadas o lesionadas. 

 La importancia de la L.O.G.J.C.C., radica en que no se limita a regular 

aspectos procesales, sino que incorpora principios como la tutela judicial efectiva, la 



 

 

 

 

  

5 
 

celeridad, la informalidad y la aplicación más favorable a la protección de los 

derechos humanos de las personas privadas de libertad. Estos principios obligan a los 

operadores de Justicia a privilegiar el contenido material de los derechos sobre los 

formalismos procesales en un juicio, especialmente cuando se encuentran 

comprometidos bienes jurídicos de especial importancia. 

 La evolución jurisprudencial ha permitido interpretar las disposiciones de la 

Ley Orgánica de Garantía Jurisdiccional y Control Constitucional conforme a la 

Constitución del año 2008 y a los instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos. Gracias a ello, el habeas corpus ha dejado de ser entendido únicamente 

como una acción destinada a obtener la libertad de una persona detenida ilegalmente, 

para convertirse en una garantía que también permite corregir las condiciones de 

detención cuando estas lesionan derechos fundamentales que todo privado de libertad 

tiene. 

En ese contexto surge el habeas corpus correctivo, cuya finalidad consiste en 

restablecer el principio de derechos vulnerados durante el cumplimiento de una 

medida privativa de libertad legítimamente impuesta por la autoridad competente, en 

este caso el juez que conoce la causa. Su aplicación resulta procedente cuando las 

condiciones de reclusión presentan un riesgo para la vida, la salud, la integridad 

física, psicológica o la dignidad de las personas privadas de libertad. Por ello, el juez 

constitucional debe de garantizar no solo la legalidad de la privación de libertad, sino 

también las circunstancias reales en las que éstas se ejecutó.  

Desde una perspectiva constitucional, la Ley Orgánica de Garantía 

Jurisdiccional y Control Constitucional constituye una herramienta indispensable para 

garantizar la eficacia de los derechos fundamentales. Su correcta aplicación fortalece 

el control judicial sobre la actuación de las autoridades penitenciarias y constituye a 

que las decisiones constitucionales produzcan efectos concretos en la protección de 

quienes se encuentran bajo custodia del estado ecuatoriano. 
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Evolución Jurisprudencial Del Hábeas Corpus Correctivo En El Ecuador. 

La evolución del habeas corpus en el constitucionalismo ecuatoriano, se 

refleja el tránsito desde una concepción formal de protección de la libertad personal, 

hacia una visión integral orientada a la tutela efectiva de los derechos humanos. La 

interpretación del habeas Corpus en Ecuador ha experimentado una transformación 

significativa durante los últimos años, como consecuencia del desarrollo 

jurisprudencial de la Corte Constitucional. Si bien esta garantía fue concebida 

originalmente para controlar la legalidad de las privaciones de libertad, la realidad del 

sistema penitenciario y la necesidad de fortalecer la protección de los derechos 

humanos de las personas privadas de libertad impulsaron una interpretación mucho 

más amplia. 

 Con la entrada de la vigencia de la constitución de la república del Ecuador 

del año 2008, el modelo constitucional ecuatoriano adoptó una visión garantista que 

reconoce la supremacía de los derechos fundamentales y exige a todas las autoridades 

adoptar medidas efectivas para asegurar su protección. Bajo esta lógica, la Corte 

Constitucional ha sostenido que las personas privadas de libertad conservan todos 

aquellos derechos que no han sido legítimamente restringidos por la sentencia o la 

medida judicial que ordenó su encarcelamiento. 

Esta interpretación permitió el desarrollo de nuevas modalidades de hábeas 

corpus destinadas a responder a diversos tipos de violaciones de derechos. Entre 

ellos, cobró especial importancia el hábeas corpus correctivo, que se convirtió en un 

mecanismo destinado a controlar las condiciones materiales de detención y corregir 

las acciones u omisiones del Estado que afectan los derechos fundamentales de las 

personas que han sido privadas de su libertad durante la ejecución de una sentencia o 

medida de seguridad.  

Una de las contribuciones más importantes de la jurisprudencia constitucional 

ha sido reconocer que la protección legal no debe activarse hasta que el daño ya haya 

sido causado. Por ello, o, más bien al contrario, también se aplica a casos en los que 

existen riesgos reales, controlables e inminentes que puedan poner en peligro 

derechos como la vida, la salud o la integridad personal. Esta interpretación refuerza 
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el carácter preventivo de la justicia constitucional y no permite a las autoridades 

esperar a que la intromisión tenga consecuencias irreparables. 

La evolución jurídica también ha reforzado el criterio según el cual el Estado 

mantiene un estatuto especial de garante de quienes permanecen bajo su custodia. En 

consecuencia, cualquier privación relacionada con atención médica, seguridad, 

alimentación, infraestructura o condiciones mínimas de vida puede dar lugar a 

responsabilidad constitucional si amenaza los derechos fundamentales de quienes 

están privados de su libertad. 

 En este proceso evolutivo, la frase núm. 39-21-JH/25 es uno de los aspectos 

más destacados. Este precedente sistematiza los criterios del habeas corpus reparativo 

y proporciona parámetros claros para determinar cuándo la violación o riesgo de un 

derecho conexo justifica la intervención de la justicia constitucional. De esta manera, 

la Corte constata que la protección de los derechos humanos de las personas privadas 

de libertad depende no sólo de la legalidad de la privación de libertad, sino también 

de las circunstancias en las que el Estado ecuatoriano implementa dicha medida.  

Desde un punto de vista crítico, esta jurisprudencia muestra el fortalecimiento 

del constitucionalismo ecuatoriano y su abordaje de los estándares internacionales de 

protección de los derechos humanos. Sin embargo, también muestra que el verdadero 

desafío sigue siendo la implementación efectiva de las decisiones judiciales. La 

existencia de precedentes de garantía pierde efectividad si las instituciones 

responsables de su observancia carecen de coordinación, recursos o voluntad para 

implementar las medidas asignadas por los jueces constitucionales, porque esta labor 

está estrictamente subordinada a las instituciones estatales, que son responsables de la 

protección y seguridad efectiva de las personas privadas de su libertad en cada uno de 

los centros de detención del estado. 

Precedentes Relevantes De La Sentencia No. 365-18-Jh/21, No. 253-20-Jh/22 Y 

No. 39-21-Jh/25.  

En la Corte Constitucional se desarrolló una interpretación amplia del derecho 

a la integridad personal. En dicho pronunciamiento se estableció que la integridad 
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constituye un derecho completo integrado por dimensiones físicas, psicológicas, 

morales y sexuales a todas ellas merecedoras de protección constitucional. La Corte 

precisó que la vulneración de cualquiera de esta de estas dimensiones puede afectar 

gravemente la dignidad humana y justificar la intervención inmediata de la justicia 

constitucional. 

 Esta sentencia adquiere especial importancia para el desarrollo del habeas 

corpus correctivo, porque reconoce que las condiciones de privación de libertad 

pueden generar afectaciones a la integridad personal, aun cuando la medida privativa 

de libertad haya sido impuesta conforme a derecho. Es decir, la protección 

constitucional no debe limitarse a examinar la legalidad de la privación de libertad, 

sino más bien a las circunstancias en las que ésta se ejecuta y sus efectos sobre los 

derechos fundamentales de las personas privadas de libertad PPL. 

Respecto del habeas corpus correctivo, la Corte señaló que su finalidad 

consiste en corregir vulneraciones de derechos que se producen durante la ejecución 

de una medida privativa de libertad legítimamente impuesta, De esta manera, se 

reconoce que la protección constitucional puede activarse cuando existan condiciones 

incompatibles con la dignidad humana, situaciones que comprometan la salud o la 

integridad personal, o cualquier otra circunstancia que implique una afectación grave 

a los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad PPL. 

El desarrollo del hábeas corpus correctivo en el Ecuador no puede entenderse 

sin analizar los principales precedentes emitidos por la Corte Constitucional. A través 

de estas decisiones, la más alta interpretación constitucional ha aclarado los alcances 

de esta garantía y fortalecido la protección de los derechos de las personas privadas 

de su libertad, adecuando el ordenamiento jurídico ecuatoriano a los estándares del 

sistema americano de derechos humanos. 

Uno de los pronunciamientos más relevantes es la sentencia número 365-18-

JH/21, mediante la cual la Corte desarrolló el contenido constitucional del derecho a 

la integridad personal. En esta decisión se estableció que dicho derecho no se limita a 

la protección frente a las lesiones físicas, sino que comparece también a la dimensión 

psicológica, moral y sexual de la persona. Este criterio resulta especialmente 
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importante respecto de quienes permanecen bajo custodia estatal, debido a que 

cualquier afectación ocasionada por las condiciones de reclusión puede constituir una 

vulneración constitucional susceptible de control mediante el habeas corpus. 

 La trascendencia de esta sentencia radica en que reconoce que la legalidad de 

una medida privativa de libertad no exonera al estado de garantizar el respeto 

permanente de los demás derechos fundamentales de los PPL, es decir a los privados 

de libertad. En consecuencia, aun cuando el ingreso a un centro de rehabilitación 

social responda a una decisión judicial válida por un juez competente, las autoridades 

continúan obligadas a adoptar todas las medidas necesarias para proteger la vida, la 

salud y la integridad de la persona privada de libertad. 

Entonces orden no. 253-20-JH/22 contribuyó a sistematizar las diversas 

modalidades de hábeas corpus reconocidas en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

El tribunal explicó que la garantía constitucional puede adoptar muchas formas 

dependiendo de la naturaleza de la presunta violación, incluido el hábeas corpus 

reparador, reparador, preventivo, traslacional, preventivo y conexos. Esta 

clasificación refleja una interpretación dinámica del derecho constitucional, que 

pretende ofrecer una respuesta jurídica adecuada a los distintos tipos de afectaciones 

a los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad.  

Dentro de la clasificación, el hábeas corpus correctivo cobra particular 

importancia porque busca alterar condiciones de reclusión incompatibles con la 

dignidad humana. De esta manera, el control constitucional deja de centrarse 

únicamente en la privación de la libertad de las personas, refiriéndose a las 

circunstancias en que se lleva a cabo la privación, garantizando que el ejercicio del 

poder penal del Estado sigue sujeto a límites constitucionales.  

Un precedente para fortalecer esta jurisprudencia en la Resolución N° 39-21-

JH/25. La Corte Constitucional del Ecuador desarrolla parámetros específicos para 

determinar cuándo el hábeas corpus correctivo es apropiado para proteger los 

derechos a la seguridad de las personas privadas de su libertad. Una de sus 

contribuciones más importantes es reconocer que la intervención judicial no 

necesariamente requiere un daño total; Basta que exista un riesgo conocido, real y 
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necesariamente verificable que pueda amenazar derechos fundamentales como la 

vida, la salud o la integridad personal.  

Este criterio fortalece el carácter preventivo de la justicia constitucional y 

reafirma que el objetivo principal del habeas corpus correctivo, es evitar que la 

vulneración llegue a producir consecuencias irreparables. Desde la perspectiva, la 

actuación judicial adquiere un papel activo en la protección de los derechos humanos 

de todos los privados de libertad, permitiendo la adopción inmediata de medidas 

destinadas a neutralizar situaciones de riesgo antes de que el daño se materialice.  

Así mismo la sentencia número 39-21-JH/25 reafirma que las personas 

privadas de libertad integran uno de los grupos de atención prioritaria reconocidos en 

la Constitución de la Republica del Ecuador del año 2008, debido a ello el estado 

asume una obligación reforzada de protección que exige adoptar acciones positivas 

para garantizar condiciones compatibles con la dignidad humana, asegurar el acceso 

oportuno a servicios de salud, prevenir hechos de violencia y brindar una atención 

diferenciada cuando las circunstancias particulares de las personas así lo requieran 

desde un análisis crítico, estos precedentes evidencian una evolución favorable del 

derecho constitucional ecuatoriano hacia un modelo de protección más amplio y 

garantista. Sin embargo, la eficacia de estos criterios continúa enfrentando 

importantes desafíos derivados a la crisis estructural del sistema penitenciario. La 

preexistencia del hacimiento, la insuficiencia de recursos institucionales y el 

incumplimiento de algunas decisiones judiciales demuestran que el desarrollo 

jurisprudencial, aunque indispensable no resulta suficiente si no se acompaña de 

políticas públicas eficaces y de un compromiso real de las instituciones responsables 

de ejecutar los fallos constitucionales.  

En consecuencia, puede afirmarse que la jurisprudencia constitucional ha 

transformado el habeas corpus correctivo en un verdadero instrumento de protección 

integral de los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad punto. No 

obstante, la consolidación práctica de esta garantía dependerá de la capacidad del 

estado para convertir los estándares fijados por la Corte Constitucional en acciones 
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concretas, que garanticen una total efectiva y permanente de los derechos humanos 

dentro del sistema penitenciario ecuatoriano. 

Procedencia Del Hábeas Corpus Correctivo En La Tutela De Derechos Conexos 

De Las Personas Privadas De Libertad. 

El habeas corpus correctivo constituye una garantía jurisdiccional orientada a 

corregir vulneraciones de derechos fundamentales, que se producen durante la 

ejecución de una medida privativa de libertad legítimamente impuesta. Su 

procedencia se fundamenta en el reconocimiento de que la restricción de la libertad 

ambulatoria no implica la pérdida de los demás derechos inherentes a la persona, los 

cuales continúan siendo exigibles frente al estado y susceptibles de protección 

constitucional cuando son amenazados o vulnerados. 

La procedencia del habeas corpus correctivo responde a la necesidad de 

garantizar una protección judicial efectiva cuando la ejecución de una medida 

privativa de libertad afecta derechos distintos a la libertad ambulatoria. Su finalidad 

no consiste en cuestionar la legalidad de la orden de detención o de la sentencia 

condenatoria emitida por el juez competente, sino en corregir aquellas condiciones de 

reclusión que resulten incompatibles con la Constitución, los instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos y el principio de dignidad humana. 

La Constitución de la República del Ecuador del año 2008, reconoce a las 

personas privadas de libertad como un grupo de atención prioritaria, circunstancia 

que impone al estado obligaciones reforzadas de protección. En consecuencia, la 

administración penitenciaria no sólo debe custodiar a quienes permanecen bajo su 

responsabilidad, sino garantizar que las condiciones de permanencia en los centros de 

rehabilitación social respeten plenamente sus derechos fundamentales, de manera 

especial en las infraestructuras, la alimentación y la salud de cada uno de los privados 

de libertad. 

Desde esta perspectiva, el habeas corpus correctivo resulta procedente cuando 

existe una afectación actual o una amenaza objetivamente verificable contra el abuso 

de los derechos fundamentales de cada persona privada de libertad, como es el 



 

 

 

 

  

12 
 

derecho a la vida, el derecho a la salud, a la integridad física o psicológica y la 

dignidad humana, o cualquier otro derecho constitucional que no haya sido 

restringido por la decisión judicial que ordenó la privación de libertad, más aún si se 

encuentran a órdenes del estado. Su carácter preventivo permite que la justicia 

constitucional intervenga antes de que el daño produzca consecuencias irreversibles, 

evitando que la protección de los derechos dependa exclusivamente de la 

concurrencia de un perjuicio consumado.  

Uno de los ámbitos donde esta garantía adquiere mayor relevancia en el 

derecho a la salud. Debido a que las personas privadas de libertad dependen casi por 

completo de las autoridades estatales para para acceder a consultas médicas, 

medicamentos, tratamientos especializados a causa de las diferentes enfermedades 

catastróficas, que en muchas ocasiones son adquiridas dentro de los centros de 

privación de libertad, enfermedades que padecen los PPL o personas privadas de 

libertad, además de intervenciones quirúrgicas, cualquier demora injustificada, 

negativa de atención o interrupción de los tratamientos puede traducirse en una 

vulneración constitucional de derechos fundamentales. En estos casos, el juez 

constitucional tiene la Facultad de ordenar las medidas necesarias para restablecer el 

derecho afectado y evitar un deterioro mayor a la salud de las personas privadas de 

libertad, más aún si se encuentran en condiciones de enfermedades terminales.  

La protección de la integridad personal constituye igualmente uno de los 

principales supuestos de procedencia del habeas corpus correctivos. Las agresiones 

físicas, la violencia entre personas privadas de libertad, las amenazas, la tortura, los 

tratos crueles, inhumanos o degradantes, así como las afectaciones psicológicas 

derivadas de condiciones inadecuadas de reclusión, representan situaciones que 

justifican la intervención inmediata de la justicia constitucional. De integridad debe 

entenderse de manera integral, comprendiendo tanto la esfera física como la 

emocional y mental de las personas privadas de libertad, por cuánto al ser personas 

recluidas no significa que son sujetos a maltratos físicos psicológicos y mucho menos 

a tratos inhumanos o torturas y llegar hasta al punto del fallecimiento de una persona. 
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Otro aspecto determinante para la procedencia de esta garantía es la 

valoración del riesgo. La Corte Constitucional ha sostenido que el juez debe analizar 

las circunstancias particulares de cada caso para determinar si existe una amenaza 

real, actual y suficientemente acreditada. Esta evaluación exige considerar informes 

médicos, condiciones de centros penitenciarios, antecedentes de violencia, 

diagnósticos especializados y cualquier otro elemento probatorio que permita 

establecer la necesidad de adoptar medidas urgentes de protección para los privados 

de libertad, ya que al existir informes médicos de los doctores tratantes especializados 

del SNAI o del MSP, tendrían que actuar de inmediato para precautelar y proteger la 

vida del privado de libertad. 

 Desde un punto de vista doctrinal, el hábeas corpus correctivo es una 

expresión del principio de propiedad, pues requiere la interpretación de las normas 

constitucionales de la manera más favorable para asegurar la efectiva implementación 

de los derechos humanos. Si existe duda sobre el alcance de la protección 

constitucional, el juez debe dar preferencia a la interpretación que brinde una 

protección más amplia y efectiva a la persona privada de libertad. 

Por ello, la procedencia del habeas corpus correctivo no puede analizarse de 

este criterio meramente formal. Su verdadera función consiste en verificar si las 

condiciones de privación de libertad se encuentran respetando los estándares mínimos 

de protección establecidos por la Constitución del año 2008, con la jurisprudencia 

constitucional y el derecho internacional de los derechos humanos. Solo mediante 

este enfoque material es posible garantizar la privación legítima de la libertad y no se 

convierta en la práctica de una fuente permanente de vulneraciones de derechos 

fundamentales. 

Aporte De La Corte Interamericana De Derechos Humanos Al Habeas Corpus 

Correctivo.  

La protección de las personas privadas de libertad ha sido objeto de un amplio 

desarrollo por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuyos 

pronunciamientos constituyen un referente obligatorio para los estados que integran 

el sistema interamericano de Derechos Humanos. A través de su jurisprudencia, este 
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tribunal ha sostenido que toda persona sometida a custodia estatal mantiene la 

titularidad de sus derechos fundamentales y que el estado asume una posición 

especial de garante respecto de su vida, salud e integridad física y psicológica punto.  

Este deber especial de garantía implica obligaciones que trascienden la simple 

vigilancia de quienes permanecen privados de libertad. Las autoridades deben adoptar 

medidas razonables para prevenir hechos de violencia, asegurar condiciones dignas 

de alojamiento, proporcionar alimentación adecuada, facilitar el acceso a servicios 

médicos oportunos y evitar cualquier forma de trato cruel e inhumano o degradantes. 

El incumplimiento de estas obligaciones puede generar responsabilidad internacional 

a cualquier estado por la violación de los derechos humanos de los privados de 

libertad.  

La Corte Interamericana ha señalado además que el hacimiento, la ausencia de 

atención médica, la falta de control institucional, la violencia generalizada dentro de 

los centros de privación de libertad y las deficientes condiciones sanitarias que se 

encuentran los privados de libertad constituyen factores que pueden comprometer 

seriamente la dignidad humana de estas personas. Estas situaciones no deben ser 

consideradas simples problemas administrativos, sino posibles vulneraciones de 

derechos fundamentales que exigen una respuesta inmediata de las autoridades 

competentes o estatales.  

Los criterios desarrollados por este tribunal han incluido de manera 

significativa la jurisprudencia constitucional ecuatoriana. La Corte Constitucional 

ecuatoriana ha utilizado estos estándares para interpretar el alcance del habeas corpus 

correctivo y reforzar la obligación estatal de prevenir riesgos que puedan afectar a las 

personas privadas de libertad en todo el territorio ecuatoriano. Esta interacción entre 

el derecho interno y el derecho internacional fortalece la protección judicial y 

promueve una interpretación más amplia de las garantías constitucionales. 

Resulta especialmente relevante que la jurisprudencia Interamericana haya 

establecido que la responsabilidad del estado no desaparece cuando el daño ha sido 

causado por otras personas privadas de libertad. Si la administración penitenciaria 

conocía, o razonablemente debía conocer, la existencia de un riesgo de una persona 
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privada de libertad y no adoptó medidas adecuadas para prevenirlo, el estado puede 

ser considerado responsable por incumplir su deber de protección a las personas 

recluidas en estos centros penitenciarios.  

Desde una perspectiva crítica, los estándares desarrollados por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos constituyen una herramienta indispensable 

para orientar las políticas penitenciarias y fortalecer la protección de los derechos 

humanos Sin embargo, su verdadera eficacia depende de que los estados incorporen 

estos criterios en la gestión cotidiana de los centros de rehabilitación social y destinen 

los recursos económicos necesarios para garantizar condiciones compatibles con la 

dignidad humana de todas las personas que se encuentran recluidas en estos centros 

de rehabilitación social. 

En el caso ecuatoriano, la aplicación de estos estándares adquiere una 

importancia particular debido a la crisis penitenciaria que se vive hasta la actualidad, 

registrado en estos últimos años. Las decisiones de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ofrecen parámetros objetivos para evaluar la actuación estatal y 

sirven de fundamento para que la justicia constitucional adopte medidas oportunas y 

adecuadas cuando las condiciones de detención representen un riesgo para los 

derechos fundamentales de las personas privadas de libertad, cada centro de 

rehabilitación debería de ser efectivamente para rehabilitar a las personas detenidas o 

procesadas PPL y no para destruir la vida e integridad física y psicológica de cada 

uno de ellos que ingresan a estos centros penitenciarios, para que luego de cumplida 

la pena impuesta se puedan reincorporar a la sociedad. 

Responsabilidad Del Estado Ecuatoriano Frente A Las Personas Privadas De 

Libertad Y La Crisis Del Sistema Penitenciario. 

La privación de libertad genera una relación jurídica particular entre el estado 

y la persona sometida a custodia, caracteriza por un deber reforzado de protección. A 

diferencia de quienes ejercen plenamente su libertad, las personas privadas de libertad 

dependen casi en su totalidad de las instituciones públicas, para satisfacer sus 

necesidades esenciales como es la alimentación, la atención médica, la seguridad 

física y psicológica, la higiene y el acceso a condiciones mínimas compatibles con la 
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dignidad humana. Bajo este escenario, la responsabilidad del Estado demanda una 

acción ágil enfocada en asegurar el respeto real de los derechos fundamentales de 

cada individuo que está en los centros de rehabilitación social a nivel nacional. La 

Constitución de la República del Ecuador de 2008 identifica de manera clara a las 

personas encarceladas como un grupo de atención prioritaria. Este reconocimiento no 

es una mera declaración de intenciones, sino un mandato que obliga a todas las 

instituciones a implementar acciones específicas para evitar violaciones de derechos 

humanos en los centros de rehabilitación social en todo el Ecuador. Por consiguiente, 

las medidas del Estado deben orientarse no solo a proteger a la persona que está 

privada de su libertad, sino también a establecer condiciones que favorezcan la 

integridad física, psíquica y moral de cada individuo detenido. 

Esta responsabilidad cuenta con el respaldo tanto del sistema legal nacional 

como del derecho internacional en materia de derechos humanos. La Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que un Estado es responsable por 

los daños ocasionados a las personas detenidas bajo su cuidado, si son producto de la 

acción o falta de acción de las autoridades competentes, o si no se implementan 

medidas adecuadas para prevenir riesgos previsibles. Bajo este criterio, la 

responsabilidad del estado abarca tanto la prevención como el manejo oportuno de 

situaciones que puedan impactar la vida, la salud o la integridad de las personas 

recluidas en centros de rehabilitación social. 

La situación carcelaria en Ecuador demuestra que todavía hay significativas 

restricciones para el cumplimiento de estas responsabilidades. En años recientes, 

varios informes de instituciones han destacado cuestiones vinculadas al hacinamiento, 

la escasez de personal carcelario, la restringida oferta de atención médica, la violencia 

en las prisiones y las complicaciones para manejar de manera efectiva los centros 

penitenciarios. Frente a este escenario, el habeas corpus correctivo adquiere una 

importancia trascendental. Esta garantía permite que los jueces constitucionales 

intervengan cuando las condiciones de detención resulten incompatibles con el 

respeto de los derechos fundamentales de cada persona detenida, como ordenando la 

adopción de medidas inmediatas destinadas a eliminar o disminuir los riesgos 
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existentes en la vida de cada PPL. Su función no constituye las obligaciones 

administrativas del estado, pero sí constituye un mecanismo de control judicial que 

contribuye a garantizar el cumplimiento de dichas obligaciones. 

No obstante, la sola emisión de decisiones judiciales no resuelve los 

problemas estructurales del sistema penitenciario. La eficacia de las garantías 

constitucionales depende de la coordinación entre las instituciones encargadas de la 

seguridad penitenciaria, es decir el SNAI, la atención médica que es el MSP, la 

rehabilitación social y la administración de Justicia. Cuando las órdenes emitidas por 

los jueces constitucionales no son ejecutadas de manera oportuna, la protección de los 

derechos fundamentales pierde efectividad y la responsabilidad estatal puede 

extenderse tanto al ámbito constitucional como al ámbito internacional.  

Desde una perspectiva crítica, la responsabilidad del estado debe entenderse 

como una obligación permanente de prevención, protección y reparación. Ello 

implica no solo reaccionar frente a las vulneraciones ya producidas, sino implementar 

políticas públicas dirigidas a reducir el hacinamiento, fortalecer las infraestructuras 

penitenciarias, garantizar servicios médicos adecuados, tratamientos para los privados 

de libertad y mejorar los mecanismos de rehabilitación social. Sólo mediante la 

actuación integral será posible cumplir con el con mandato constitucional de proteger 

la dignidad humana de todas las personas privadas de libertad. 

Discusión Critica Sobre La Eficacia Del Habeas Corpus Correctivo En El 

Ecuador.  

El desarrollo jurisprudencial ha alcanzado por el habeas corpus correctivo 

representa uno de los avances más importantes del constitucionalismo ecuatoriano en 

materia de protección de los derechos de las personas privadas de libertad. La Corte 

Constitucional ha construido una línea jurisprudencial que reconoce la necesidad de 

brindar respuestas oportunas frente a las vulneraciones que afecten la vida, la salud, la 

integridad personal y otros derechos conexos, fortaleciendo el papel de la justicia 

constitucional como mecanismo de control frente a las actuaciones estatales.  
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Sin embargo, la eficacia práctica de esta garantía continúa enfrentando 

importantes desafíos. La experiencia reciente demuestra que el reconocimiento de 

estándares constitucionales no siempre se traduce en una mejora inmediata de las 

condiciones existentes dentro de los centros de rehabilitación social para personas 

adultas. Persisten problemas estructurales relacionados con el hacinamiento, la 

violencia tanto física como psicológica, la insuficiencia de recursos públicos y la 

limitada capacidad institucional para ejecutar de manera efectiva las decisiones 

emitidas por los órganos jurisdiccionales. 

Desde esta perspectiva el principal obstáculo no radica en la ausencia de 

normas o de precedente judiciales, sino en las dificultades para materializar su 

cumplimiento. Las órdenes constitucionales requieren la participación coordinada de 

diversas instituciones estatales, entre ellas el Servicio Nacional de Atención Integral, 

el Ministerio de Salud Pública, la Función Judicial y los organismos responsables de 

la política penitenciaria. Cuando esta coordinación resulte insuficiente, la protección 

reconocida por las sentencias puede quedar reducida a un plano exclusivamente 

formal.  

Otros aspectos que merece reflexión es la necesidad de fortalecer el carácter 

preventivo del habeas corpus correctivo. Aunque la jurisprudencia constitucional 

admite su procedencia frente a ciertos riesgos e inminentes, en la práctica todavía 

existen casos en los que la intervención judicial ocurre únicamente después de que el 

daño ya se ha producido. Esta situación limita a la capacidad de las garantías para 

evitar consecuencias irreparables y disminuir su eficacia como instrumento de tutela 

inmediata. 

No obstante estas dificultades, resulta innegable que en el habeas corpus 

correctivo ha contribuido a consolidar una concepción más amplia de la protección 

constitucional de las personas privadas de libertad, la incorporación de los estándares 

desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la interpretación 

progresiva realizada por la Corte Constitucional del Ecuador, evidencian un proceso 

de fortalecimiento del sistema de garantías previstos en la Constitución de la 

República del Ecuador del año 2008.  



 

 

 

 

  

19 
 

Desde mi criterio personal, el verdadero reto para el estado ecuatoriano no 

consiste únicamente en ampliar el contenido de las garantías constitucionales, sino en 

generar las condiciones institucionales necesaria para hacerlas efectivas. La 

protección de los derechos humanos exige decisiones judiciales oportunas, recursos 

suficientes, políticas públicas sostenidas y mecanismos permanentes de supervisión 

que permitan verificar el cumplimiento de las medidas ordenadas por los jueces 

constitucionales, para que así los privados de libertad tengan una vida digna en estos 

centros de rehabilitación, que debe de ser rehabilitados y más no de destrucción.  

En consecuencia el habeas corpus correctivo debe entenderse no sólo como 

una acción procesal destinada a corregir vulneraciones de derechos individuales de 

las personas privadas de libertad, sino también como un instrumento que fortalece el 

control constitucional sobre el funcionamiento del sistema penitenciario y promueve 

el cumplimiento de las obligaciones de la Constitución del 2008 y el derecho 

internacional impone al estado en materia de protección de los derechos humanos de 

todas y cada una de las personas privadas de su libertad, que a pesar de cualquier 

delito que hayan cometido siguen siendo seres humanos y merecen un trato y una 

vida digna. 

La Corte Interamericana De Derechos Humanos. 

También ha señalado que el hacinamiento, la falta de acceso a servicios 

médicos, las condiciones insalubres de alojamiento, la violencia sistemática y la 

ausencia de medidas adecuadas de seguridad pueden constituir formas de trato cruel, 

inhumano o degradante incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. Por ello, los Estados deben adoptar medidas legislativas, administrativas y 

judiciales destinadas a prevenir situaciones que comprometan la dignidad humana de 

las personas privadas de libertad. 

Estadísticas Recientes 

La Defensoría del Pueblo del Ecuador ha advertido que las condiciones de 

detención en diversos centros penitenciarios continúan representando riesgos para la 

vida, la salud y la integridad de las personas privadas de libertad, especialmente 
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respecto de grupos vulnerables y personas con enfermedades graves (Defensoría del 

Pueblo, 2023). 

Después de analizar la sentencia número 39-21-JH/25, quisiera añadir una 

reflexión la cual es la siguiente:  

A mi criterio personal, el mayor aporte de este precedente no consiste 

únicamente en reconocer la procedencia del habeas corpus correctivo para tutelar 

derecho conexo, sino en consolidar un modelo de justicia constitucional preventivo 

para las personas privadas de libertad en cada uno de los centros de rehabilitación 

social para personas adultas. Esta interpretación obliga a los jueces a intervenir antes 

de que el daño sea irreversible y no se pueda resolver ningún tipo de situación para 

precautelar la vida, la salud tanto física como psicológica de las personas privadas de 

libertad, fortaleciendo la protección efectiva de la dignidad humana dentro del 

sistema penitenciario ecuatoriano. Sin embargo, la eficacia de este precedente 

dependerá de la capacidad institucional para ejecutar las medidas ordenadas por las 

autoridades competentes y de la coordinación entre instituciones responsables de la 

administración penitenciaria en conjunto con las entidades públicas estatales. 

Discusión Crítica Sobre La Eficacia Del Hábeas Corpus Correctivo En El 

Ecuador. 

Podemos destacar las siguientes entre las más importantes:  

a) La Corte Constitucional ha desarrollado estándares adecuados para las 

personas privadas de libertad. 

b) El problema principal no es normativo sino de ejecución. 

c) Existe una brecha entre jurisprudencia y realidad penitenciaria, que no 

trabajan en conjunto para el beneficio de un grupo de personas privadas de la libertad. 

d) La protección judicial resulta insuficiente cuando las órdenes 

constitucionales no son cumplidas oportunamente por las autoridades administrativas, 

en estos casos en los centros de privación de personas adultas a nivel nacional. 
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Conclusiones 

El análisis realizado permite afirmar que el habeas corpus correctivo ha 

evolucionado en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, hasta consolidarse como una 

garantía constitucional destinada no únicamente a controlar la legalidad de la prisión 

de libertad, sino también a proteger los derechos fundamentales de las personas 

privadas de libertad cuando estos resultan afectados por las condiciones de ejecución 

de las medidas impuestas. Esta transformación responde al fortalecimiento del estado 

constitucional de derechos y justicia, a una interpretación progresiva de la Corte 

Constitucional del Ecuador conforme a los estándares internacionales de protección 

de los derechos humanos de las personas privadas de libertad.  

Se evidencia que la jurisprudencia de la Corte Constitucional del Ecuador, 

particularmente la sentencia No. 39-21-JH/25, ha contribuido a delimitar con mayor 

precisión los presupuestos de procedencia del habeas corpus correctivo, otorgando a 

los operadores de Justicia criterios objetivos para intervenir frente a amenazas o 

vulneraciones de Derechos Humanos relacionados directamente con la vida de cada 

privado de libertad, la salud , la integridad personal y otros derechos conexos de las 

personas que se encuentran en los centros de rehabilitación social del Ecuador. Este 

precedente fortalece la función preventiva de la justicia constitucional ecuatoriana y 

reafirma el deber del Estado de actuar antes de que el daño alcance consecuencias 

irreparables y no se pueda dar soluciones a cada uno de los casos, de las personas 

privadas de su libertad, que en muchas ocasiones atentan contra la vida de estos.  

Asimismo, el estudio confirma que la protección de los derechos de las 

personas privadas de libertad no puede depender exclusivamente de la existencia de 

las normas constitucionales o de precedentes judiciales favorables. La eficacia de 

estas garantías exige una actuación coordinada entre las instituciones responsables de 

la administración penitenciaria, el sistema de salud, la función judicial y los 

organismos encargados de ejecutar las políticas públicas en materia de rehabilitación 

social para el beneficio de cada uno de los privados de libertad. La falta de 

articulación institucional limita el alcance práctico de las decisiones constitucionales 
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y dificulta la materialización de los derechos reconocidos en la Constitución de la 

República del Ecuador del año 2008. 

Otro aspecto relevante identificado es que la crisis penitenciaria ecuatoriana 

ha puesto en evidencia la necesidad de fortalecer los mecanismos de prevención 

frente a situaciones de riesgo que afectan a las personas privadas de libertad, tanto en 

su integridad física y psicológica. El hacimiento, la violencia, las deficiencias en la 

atención médica y las insuficiencias de los recursos institucionales demuestran que el 

habeas corpus correctivo continúa siendo una herramienta indispensable para ejercer 

el control constitucional sobre las condiciones de detención y exigir el cumplimiento 

de las obligaciones que corresponden al estado ecuatoriano como garantes de los 

derechos humanos de las personas privadas de libertad.  

Desde una perspectiva académica, puede sostenerse que la consolidación del 

habeas corpus correctivo representa uno de los avances más importantes del derecho 

constitucional ecuatoriano en materia de la tutela judicial efectiva. No obstante, su 

verdadero impacto dependerá de la capacidad institucional para ejecutar 

oportunamente las decisiones emitidas por los jueces constitucionales que se 

encuentran a cargo de cada uno de los casos de las personas privadas de libertad y de 

la implementación de políticas públicas orientadas a superar los problemas 

estructurales que afectan al sistema penitenciario en especial la aglomeración de 

personas en un solo pabellón, la falta de alimentación y medicamentos oportunos para 

salvaguardar la vida e integridad de cada uno de los privados de libertad.  

Asimismo, la protección de la dignidad humana debe constituir el eje central 

de toda actuación estatal relacionada con las personas privadas de libertad. La 

privación legítima de la libertad no extingue la condición de sujeto de derechos, ni 

liberar al estado ecuatoriano de sus obligaciones constitucionales e internacionales. 

Por el contrario, refuerza su deber de garantizar condiciones compatibles con el 

derecho a la vida, el derecho a la salud, el derecho a la integridad y los demás 

derechos fundamentales, principios que se encuentran en el habeas corpus correctivo 

de sus mecanismos de tutea más relevantes, que se encuentran plasmados en la 

Constitución de la República del Ecuador. Por lo tanto, el estado ecuatoriano debe de 
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garantizar e implementar la tutela efectiva para el bien común de las personas 

privadas de libertad e implementar más proyectos o actuaciones en beneficio de los 

PPL. 

El análisis desarrollado permite concluir que el hábeas corpus correctivo 

constituye una garantía jurisdiccional autónoma dentro del sistema constitucional 

ecuatoriano, cuya finalidad principal no es la recuperación de la libertad personal, 

sino la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas privadas de 

libertad cuando estos resultan vulnerados durante la ejecución de una medida 

privativa de libertad legítimamente impuesta. Su reconocimiento jurisprudencial 

responde a la necesidad de garantizar la vigencia de los derechos humanos dentro de 

los centros de rehabilitación social. La declaración de la corte, ha permitido una 

interpretación amplia y garantizada del hábeas corpus correctivo, en particular 

mediante los fallos No 365-18-JH/21, No 253-20-JH/22 y No. 39-21-JH/25, que han 

aclarado su naturaleza jurídica, alcance de protección y criterios aplicables para los 

casos en que se hayan comprometido derechos a la vida, la salud y la integridad 

personal 
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